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LEY QUE DECLARA DE INTERS NACIONAL Y 
DE NECESIDAD PÚBLICA LA IIVIPLEMENTACIÓN 
DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE LOS CENTROS 
DE REHABILITACIÓN PARA FERSONAS CON 
DISCAPACIDAD. 

El Irupo  parlamentario Acción Popular, a iniciativa de la Congresista de la República 
qu suscribe, HILDA MARLENY PORTERO LOPEZ, en ejercicio ce las facultades de 
iniciativa legislativa que le confiere el artículo 107 de la Constitución Política del Perú, y 
de conformidad con los artículos 75 y  76 de¡ Reglamento de¡ Congreso de la República, 
propone el siguiente Proyecto de Ley: 

FÓRMULA LEGAL 

El Congreso de la República 
Ha dado la siguiente Ley 

LEY QUE DECLARA DE INTERÉS NACIONAL Y DE NECESIDAD PÚBliCA LA 
IMPLEMENTACIÓN DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE LOS CENTRoS DE 

REHABILITACIÓN PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Artículo 1. - Declaración de interés nacional y necesidad pública 

La presente ley tiene por objeto, declarar de interés nacional y de necesidad p.blica la 
implementación de los establecimientos de salud y rehabilitación pa personas con 
discapacidad, con la finalidad de garantizar el acceso a los servicios de rehabilitación 
de forma oportuna, sin discriminación y brindado por profesionales eso3c1a1izad05, para 
mejorar la salud física y mental de las personas con discapacidad. 

Artículo 2. - Entidades intervinientes 

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables - MIMP a ':riés del Ocmsejo 
Nacional para la Integración de la Persona con DiscapacidElc (CONIAE)IS) en 
coordinación con el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social - MIDIS, y de IVinisterio 
de Salud - MINSA, dispondrán de las acciones que pudieran con'esponcer para la 
implementación de los establecimientos de salud y rehabilitación que esLLvieran 
destinados a la atención de las personas con discapacidad a nivel nacional. 
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CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima, 29 de setiembre de¡ 2021 
Según la consulta realizada, de conformidad con 
el Artículo 77° de¡ Reglamento de¡ Congreso de 
la República: pase la Proposición N° 298 para 
su estudio y dictamen, a la (s) Comisión (es) de: 

INCLUSIÓN SOCIAL Y PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD. 

MUJER Y FAMILIA. 

HUGO ROVIRA ZAGAL 
Ofictal Mayor 
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en fcrrria sucinta, los aspectos más importantes de las normas vigentes a nivel 

interna:ionsI y racioral que regulan sus derechos, especialmente la CDPD y su 

Proto'xl: Facutatvo, la Ley General de las Personas con Discapacidad, así como, 
jurisprL  den ia so e e tema. 

Es menester, señsitr que la lucha por la vigencia plena de los derechos humanos no es 
un derrotero lineal ni continuo, sino que es un camino zigzagueante y lleno de avances, 

errores y enmiendas. En este sentido, si bien desde 1945, en primer lugar, con la Carta 

de la lJaciones unidas y luego, en 1948, con la Declaración Universal de los Derechos 

HumanDs se psrr 6 el ideal de la dignidad humana a nivel universal, es preciso señalar 

que ello rio fue rea idacl inmediata para varios grupos en situación de vulnerabilidad. En 

efecto, rnuhos países continuaron (y en algunos casos continúan) legitimando la 
discririiriación raca1, la exclusión política de las mujeres, la prohibición del uso de 

lenguas Inc ígeras c la denegación de derechos laborales a los migrantes en situación 

irregular. Frente a cada una de estas violaciones, el Derecho Internacional de los 

DerechoE Humares e;tableció instituciones y generó instrumentos internacionales de 

diverss indole con el fin de defender los derechos de estos grupos excluidos. No 
obstan:e, Ui grupo en situación de vulnerabilidad y estigmatizado desde los albores de 

la Humanidad: as PCD continuaban siendo invisibilizado. 

Ahora bien, el cDllcepto de discapacidad no es estático, ha mutado en el tiempo y sigue 

en permanente ev•oución, debido a que, no se puede generalizar a la "discapacidad" 

como si existiera solo una, sino de "discapacidades" al existir diferentes tipos de 

deficienciaa y barreras. También es un error considerar que todas las PCD tienen el 

mismo gracia de afectación y que requieren el mismo tipo de atención. 

M. MARC D NORV'ATIVO 

La Constitución Política del Perú, en su artículo 7, reconoce que todos tienen derecho a 

la proteccin de si salud y que las PCD tienen derecho al respecto de su dignidad y a 

un réçirnen legal de protección, readaptación y seguridad. 

En efecto, la defensa de la PCD y el respeto de su dignidad deberían ser también el fin 

supremo de la sociedad y del Estado. Este es uno de esos escenarios problemáticos 

que nc sOID refleja el drama humano que padecen aquellas PCD, que no significa 

incapa:;idad y ro es una enfermedad, sino la enorme responsabilidad o 

irrespoisabilidad de quienes se encargan de su cuidado y protección, ya sean los 

padres, familiares, terceros e incluso el Estado. 

Por su parte, el literal  a) del numeral 1 del articulo 4 de la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, la CDPD)' y su Protocolo 
Facultativo, cuenl:a con una previsión dirigida a los Estados, quienes se comprometen 

a: 

8 El Estado peruano ha at 1k ncc ambos instrumentos mediante el Decreto Supremo 073-2007-RE, publicado el 31 de diciembre del 2007, 

obligándosv a gara atizar el e ercido  de los derechos reconocidos por la CDPD a través de sus diversos sectores y niveles de gobierno. Su vigencia 

a nivel nacionl e intem2coral ny produjo el 3 de mayo de 2008. 
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"[A]doptar todas las medidas legislativas, administrativas y ce otra indole que 
sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocic:cs en la prsente 
Convención". 

Los Derechos de las personas con discapacidad, es considerado como uno de los 
instrumentos de derechos humanos técnicamente más avanzados ce cuantos se han 
desarrollado hasta la fecha7. Su objetivo es 'promover, proteger y aseçurarel goce pleno 
y en condiciones de igualdad de todos los derechos hLlma:los y libertades 
fundamentales por todas las PCD, y promover el respeto de su dignicEid inhrenle1,8. 

La Ley N.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, tiene el objeto de la 
promoción, protección y realización, en condiciones de gualdad, de los derEchos de la 
PCD, promoviendo su desarrollo e inclusión plena y efectiva er la vica política, 
económica, social, cultural y tecnológica. 

En otras palabras, la norma descrita reconoce por primera vez er el orcenaniento 
peruano la capacidad jurídica de todas las PCD en todos los aspectos de su iica, con 
especial incidencia en el manejo de los asuntos económicos, el di'echo a ::ntraer 
matrimonio y, a decidir sobre el ejercicio de su sexualidad y su fentilcad. En el "nismo 
sentido, la Ley 29973 reconoce también por primera vez en una norma inL€rna el 
derecho a vivir de forma independiente ya ser incluido en la comunidad (aículo 11), 
así como el derecho a la participación en la vida política y pública ce las PCD Ertículo 
12). Precisamente estos son los principales ámbitos en los que l.; PC[l niental e 
intelectual han encontrado barreras para desarrollarse. 

Así en el artículo 31 de la Ley N.° 29973, se señala: 

"Artículo 31. Servicios de habilitación y rehabilitación 
31.1 La persona con discapacidad tiene derecho a acceder a survcos de 
habilitación y rehabilitación en materia de salud, empleo y educación, así como 
a servicios sociales. El Ministerio de Salud y los gobiernos regi:)naIs, en 
coordinación con el Seguro Social de Salud (EsSalud) y los estableci nier tos de 
salud de los ministerios de Defensa y del Interior, formulan, plarLificari y ejecutan 
estrategias de rehabilitación basadas en la comunidad con la particip3cióo de la 
persona con discapacidad, su familia y su comunidad, en coordinac ón con los 
servicios educativos, laborales y sociales correspondientes." 

En esta misma línea, el artículo 63 de la Ley N.° 29973, Ley General ce la Pe son as con 
Discapacidad y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N. 002.2)14-MIMP, 
señala que se crea el Consejo Nacional para la Integración 01€ la PersorlEl con 
Discapacidad (CONADIS), como órgano especializado en cuestioiies relntias a la 
discapacidad, constituido como un organismo público ejecutor acsc:r te al M nisteho de 
la Mujer y Poblaciones Vulnerables, con autonomía técnica, acini fis :rai"a, de 
administración, económica y financiera. 

Cfr. BRIEL PORTERO, Isabel, Los derechos de las personas con discapacidad. Valencia: Tirant Lo Blanch, 2011. p 113. 

8 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Articulo 1. 
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En este contexto, es pertinente, señalar que en la misma Ley el artículo 30 dispone que 

el Ministerio de Saud debe emitir los procedimientos para la habilitación, rehabilitación, 

incluyendo la estrategia de Rehabilitación Basada en la Comunidad, siendo que los 
Gobiernos I:egionaIs en coordinación con los Gobiernos Municipales deben incorporar 

dichos proeedimien'o en sus Planes Regionales; asimismo, los establecimientos de 

salud del Ministerio del Interior, Ministerio de Defensa y Essalud incorporan la estrategia 

de Rehaoiliación Basada en la Comunidad y en sus planes institucionales, asegurando 
su implernEntaciór. 

Seguidamente la Ley, en su Octava Disposición Complementaria Final afirmó que debía 

crearse una Dirección de Discapacidad y Rehabilitación dentro de la Dirección General 

de Salee d las Personas con Discapacidad del Ministerio de Salud, situación que era 

necesaria p ues se requería un órgano que desarrolle acciones de coordinación con los 

diferen:es niveles de gobierno a nivel nacional, estableciendo políticas especificas en 
atencibi a 1a saluc y rehabilitación para las PCD. Como se sabe lo que actualmente se 

tienen es una Diracción de Prevención y Control de la Discapacidad y un Instituto 

Nacional de Rehabilitación, el que consideramos insuficiente para garantizar los 

derechos cIa las PCI) en materia de salud y menos rehabilitación integral que permita 

llegar a todD el país. 

Cabe cestscar que el Tribunal Constitucional ha reconocido la importancia del modelo 

social y de a CDI:)D  en la interpretación de los derechos fundamentales de las PCD. En 

ese se'ilidc, el Tiounal Constitucional peruano ha señalado que uno de los aspectos 

más relevantes que se ha plasmado en dicha Convención es el establecimiento del 

denom nad: "modelo social", como perspectiva adecuada desde la cual se debe abordar 

la comi:renión de los derechos y las libertades de las PCD (artículo 1). 

Sobre el r.articur. el denominado modelo social es aquel que comprende a la 

discapacidad corno el resultado de la interacción o concurrencia de una situación 

particula' del suje"c con las condicionantes u obstáculos que la sociedad, con o sin 

intenciór, rnpcna a este grupo de personas (cfr. STC N.° 00194-2014-PHC/TC, 

fundamento 11). or tal motivo, el deber del Estado es promover las condiciones 

necesarias que permitan eliminar las exclusiones de las que históricamente han sido 

víctimas 

Así las c:oss, con:rariamente a lo que se percibía desde el anterior modelo médico o 

rehabilitadc r —que entendía la discapacidad como un atributo puramente personal—, la 

vigencia de este nuevo paradigma que trae la aludida Convención traslada la 

discapacidad, por decirlo de alguna manera, al diseño de las estructuras y 

comportamientos de la sociedad. De esta manera, por ejemplo, mientras que el hecho 

de presentar difcutades visuales es una condición de la diversidad humana, el no poder 

realizar un examen escrito en un centro de estudios porque éste no adopta los 

necesarias ajustes razonables supone una situación de discapacidad. 

Entone:;, mientras que el modelo médico o rehabilitador de la discapacidad pretendía 

que las PC:) sean quienes se readapten a la sociedad "curándose" o "rehabilitándose", 

el modelo social busca más bien que la sociedad se adapte a las necesidades de estas 

person as. 
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Ahora bien, en nuestro país el paso de¡ modelo médico o rehabilitader al modelo social 
ha sido progresivo y, de hecho, sigue estando en proceso en algunos aspectcs. Así, uno 
de los pasos más importantes hacia este nuevo paradigma es la Ley Genera de la 
Persona con Discapacidad, Ley 29973, publicada en el diario oficial E Peruano e 24 de 
diciembre de 2012, cuyo artículo 2 conceptualiza a la PCD corno: 

"[A]quella que tiene una o más deficiencias físicas, sensoinles, mentales o 
intelectuales de carácter permanente que, al interactuar con divers2s barreras 
actitudinales y del entorno, no ejerza o pueda verse impedica en el ejercicio de 
sus derechos y su inclusión plena y efectiva en la sociedal, en igualdad de 
condiciones que las demás". 

Como se puede advertir, esta definición inserta la interacción entre la persona y las 
barreras sociales como el componente determinante para comprerder a la 
discapacidad. 

En dicha perspectiva, la jurisprudencia constitucional no ha sido ejen .3 este cambio de 
paradigma. Por ejemplo, ya desde el fundamento 4 de la senten a recaíaa en el 
Expediente 02313-2009-PHC/TC, se puede vislumbrar como el Tribj r;l Constitucional, 
al señalar que no es posible equiparar la situación de discapacidcl mental de una 
persona con la falta o inexistencia de voluntad, ha ido decantándcse por impregnar la 
perspectiva de¡ modelo social en la comprensión de los alcances de lc derechos de las 
PCD. 

Luego, el modelo social se ha ido posicionando en la jurispruderi a c:onstitucicnal a 
partir de casos como el de la estudiante con discapacidad visLal que demandaba la 
adopción de ajustes razonables para poder rendir un examen [Epe'Jente 02362-2012- 
PALTO]; aquel otro en el que se solicitaba al Tribunal que ordene a cr establecimiento 
abierto al público que permita el ingreso de perros guía [Exl:edi 311t3 0247-2013-
PAITC], o aquel en el que ordenó la creación de una oficina regiorial (1€ ateción a las 
PCD [Expediente 04104- 2013-PCITC]. 

Este modelo fue plasmado de manera más evidente en el caso recaída en el Expediente 
01153-2013-PALTO, en cuyo fundamento 6 se sostuvo lo siguienla: 

"( ... ) este Tribunal no puede dejar de hacer notar quela denominada 
"discapacidad" es en realidad, el no acondicionamiento a un enhorno que es hostil 
para este colectivo. En ese sentido, el nuevo enfoque de :a dic apacidad ki que 
resalta es que las alegadas limitaciones o dificultades no emanan de la pesona 
misma, sino de una sociedad que no ha realizado determi:ncdos ajJstes para 
garantizar que este colectivo pueda gozar, en condiciones de igualdad, del plexo 
de derechos y principios que nuestro ordenamiento resguarc" 

El aludido modelo social se ha venido desarrollando a través de refo rnas lega es Así, 
en el año 2012, se aprobó la Ley 29973 —Ley General de la Persona con Discapacidad— 

cuyo artículo 2, tal como lo hace el segundo párrafo de¡ artículo 1 de la CODO,  definió 
a la POD como "aquella que tiene una o más deficiencias físicas, sens )riale, mentales 
o intelectuales de carácter permanente que, al interactuar con d versas balTeras 
actitudinales y de¡ entorno, no ejerza o pueda verse impedida en el ejercicio de sus 
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derechos y su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones que 
las demás" 

El Tribunal ConsUtucional ha dejado establecido, a través de su jurisprudencia (Exp. N° 

0504-2016-PAflC), que el enfoque social de las PCD entiende básicamente que las 

limitaciDne al ejercicio de sus derechos no radican en la persona en sí misma, ni en las 

deficiencias atribuidas a dichas personas, sino que su origen radica en la interacción de 

dichas. deficienciss cor barreras externas existentes en la sociedad y que le impiden su 

plena y efectiva peilicipación como miembro de aquella en condiciones de igualdad 

(Expc';siciór de moivoi de¡ Decreto Legislativo N° 1384). Ciertamente, el análisis parte 

desde el ámbito externo, y, en ese sentido, se entiende que una persona tiene 

discapacidad en tanto la sociedad la discapacita a través de barreras. 

En ccnsecuencia, en el estado actual de las cosas, los derechos y las libertades de las 

PCD deber interpretarse bajo el esquema que propone el modelo social que, como se 
dejó evidericiaco .3upr9, encuentra respaldo constitucional. Solo así, desplazando la 

"incapacidad" haia el entorno, podrán combatirse las desigualdades que 

históricamente bar aqiejado a este importante sector de la población. 

Del mismo modo orresponde señalar que, al ratificar la CDPD de Naciones Unidas y 

su Protocolo Facultativo, el Estado peruano asumió una serie de obligaciones 

internacionales orntadas a promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 

condftionea de gudad de todos los derechos humanos y libertades de todas las PCD. 

Parte c:onsustaric'ial a este compromiso es el de generar las condiciones orgánicas o 

institL:cicnaies cue permitan alcanzar estos objetivos. 

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

Durante el periodo parlamentario 2016-2021, se presentó el Proyecto de Ley 2835/2017-

CR, o Je tiene COITO objeto "la creación e implementación de Centro de Rehabilitación 

para :)ersolas  sor. Discapacidad", el cual fue dictaminado de manera favorable por la 

Comisión de la Mujer y Familia, como primera comisión dictaminadora y la Comisión de 

Inclusón Social i Personas con Discapacidad, en calidad de segunda comisión. 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística e Informática9, en el Perú, las PCD 

representan el IC,3% o 10,4% de la población, es decir, más de 3 millones de peruanos 

y peruanas enfreitan cha a día las barreras físicas, comunicacionales, institucionales y 

aptitudinales que les impone la sociedad, conforme a los datos estadísticos nacionales 

para exarnnar la prevalencia de la discapacidad en el país, tenemos el Censo de 2017 

del lEI, que no (la cifras sobre el impacto social de la norma. 

9 lnstitut Nacional de Estdsáca e Informática (2018). Perfil Sociodemográfico de la Población con Discapacidad, 2017. Recuperado en 

ppiIyí,e 
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Así, por ejemplo, se sabe que, del total de PCD, el 64,3% en edad de `rabajar no cuenta 
con empleo10, el 22,7% no cuenta con seguro de salud11, el 65,2% acanza máximo un 
nivel de educación secundaria12  y el 50% de las instituciones educati\/as no cuenta con 
la infraestructura adecuada para brindarles un servicio educativo de calidac a os y las 
estudiantes con discapacidad; realidad que condice con la percepc én de la población, 
ya que el 61% considera que las PCD son discriminadas13. 

Asimismo, conforme a dicha base de datos, hay 3 millones 051 mil 6 2 PCD en el país, 
lo que equivale al 10,4% de la población total. En cuanto a la distribucán por género, un 
43% son hombres (1 millón 312 mil 433) y  un 57% mujeres (1 millón 739 mil 179), cifra 
que aumentado si la comparamos con los resultados del censo 2012 donde 1 s rr ujeres 
con discapacidad representaban el 52,1% del total. Este aumento el la disoaridad de 
género en discapacidad debe hacernos reflexionar pues siendo las nujeres el mayor 
número de personas vulnerables (con discapacidad), a ello debe añadirse los traumas 
y estereotipos que deja el patriarcado, la misoginia y machismo cultur.l que p dec;emos, 
históricamente, en nuestra sociedad sobre las mujeres (cfr. Dictamei de la CDrni.ión de 
Inclusión Social y Personas con Discapacidad, de fecha 12 de junio de 2020, reci ido en 
el Proyecto de Ley N.° 2835/2017-CR, Período Anual de Sesiones 2( 20.2021). 

En cuanto a grupos de edad, el mayor grupo de PCD (32.6) es mayor de (30 años. Entre 
el año 2000 hasta el 2017, el Registro Nacional de las Personas con [)iscapaidad tiene 
inscritos a 201,464 PCD. Desde un enfoque interseccional las PCD, evidencian ntiltiples 
discriminaciones y violencia que los afecta, cuando confluyen otras condiciones de 
vulnerabilidad. 

Todo ello conforme se aprecia en los siguientes cuadros: 

Pbaccm ceosod . 

3 051 612 personas  
fianen dcapacidad 

0.pos de edad 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (2018) 

10 
Defensoria del Pueblo. (2020). Defensoría del Pueblo: situación de las personas con discapacidad se agravó djnne la panomia. Recuperado 

en hllpáj./wwwivfensoria.gOpdefensoúa.delp 
)lii. 11 

Instituto Nacional de Estadística e Informática. (2018). Perú: Perfil Sociodemográfico, Censos Nacionales 2017: X ce Poblackri, Vil ce Vivienda 
y III de Comunidades Indígenas. Recuperado en httpsl/www.ine i/Fst'Lb 53fi1 ib' pdf 
12 

Instituto Nacional de Estadistica e Informática (2018). Perfil Sociodemográfico de la Población con Discapacidad, 2317, Op, Of, 
13 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. (2020). II Encuesta Nacional de Derecnos Humanos. Recparado en 

iencuestuuna .ijtial ddt i oc 
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Además, cinfornie a este reporte de las 3 millones 51 mil 612 personas que tienen 

discapacidad, un 43,8% tienen problemas para ver (visión) y  15,1% para moverse o 
caminar, ot -o 7.6% tiene dificultad auditiva; 4.2% para entender o aprender, 3,2% para 

relaciorlarss con los demás y  3,1% para hablar o comunicarse. 

3051 612 

- 
personas tienen d iscapacidad 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (2018) 

Respecto al acceso a sistemas de salud, al 2017, había 693 mil 940 personas 

discapecita:ias sin ningún seguro de salud. Y sobre la distribución territorial, la provincia 

de Lima muestra ci porcentaje más elevado de población con alguna discapacidad 

(31 ,2%)14.  

Cabe considerar, por otra parte, que la Primea Encuesta Nacional Especializada sobre 

Discapecidaid (ENEDIS 2012), evidencia las al atas cifras de exclusión que viven las 

PCD, la misma que se refleja en las limitaciones para acceder plenamente a salud, 

educacn, así como otras barreras en el ejercicio de sus derechos. Esta primera 

Encue;ta E\acion!, señala que existen alrededor de 1 millón 575 mil 402 personas con 

algún tipo ce discapacidad, lo que significa alrededor el 5.2% de la población. 

El estuco teveló que la discapacidad motora (dificultad para moverse o caminar y / o 

para uar l;razos o piernas), es la que más afecta, alcanzando 932 mil personas y 

representan el 5.21/G. El 50.9% tienen dificultad para ver, 33.8% para oír, 32.1% para 

entender o aprender, 18.8% para relacionarse con los demás y 16.6% para hablar o 

comuflicarse. 

Asimismo, a encuesta reveló que el 40.6% de la población con discapacidad depende 

de una pertona paa realizar sus actividades diarias. De este total, el 29.2% es ayudado 

por 5L1 hija, el 26.0% por su mamá, 21.8% esposo(a) o cónyuge, 14.1% otro pariente, 

12.6% hijo, 6.8% hermana y papá, cada uno, 4.1% hermano, 3.2% otro pariente, 2.1% 

trabaja:ior del hogar y 0.6% es ayudado por un profesional de salud. 

Es decir. flDS encontramos ante un sector de la población que aún se encuentra en 

condicioie; de exclusión. Situación que es mucho más grave en el ámbito rural, quienes 

no so):) ceben enfrentar a las condiciones de pobreza e inaccesibilidad de 

infraesi:ructjra, sin de acceso a centro de rehabilitación que se requiere es significativa 

y de imoortncia nacional. 

14 1m1itut Nacional de Estadistica e Informática (2018). Recuperado en 

hLw nigç: idiI lEí 
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En el presente cuadro15, que recogemos de una investigación publicada por ESAN se 
puede apreciar la población con discapacidad que recibe alg..in trat3rriEnt0 o 
rehabilitación: 
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEl) - \ CONADIS). 2(Y'5 

Ello evidencia, que por parte del Estado no se han desarrollaoc 3strategias para 
garantizar la atención integral de salud y rehabilitación a las PCD y en el ámbito rural 
como ya dijimos la situación es más dramática, pues no se garantiza políticas Jiblicas 
para la disponibilidad y el acceso a medicamentos de calidad, tecnologías de apoyo y la 
ayuda compensatoria para su atención, habilitación y rehabilitación ccrforme lo dastaca 
la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley N.° 29973. 

Ahora bien, tratándose de la ciudad capital, la oferta de establecimientos de salud y 
rehabilitación se torna insuficiente más cuando dichos establetimientoslt  son, 
precisamente, los que otorgan los certificados de discapacidad que vsibilizan a dicha 
población vulnerable, pero no siempre son los adecuados para los pr)cesos de 
tratamiento y rehabilitación de las PCD. 

De los establecimientos de rehabilitación reconocidos en Lima, te:iernos al Instituto 
Nacional de Rehabilitación "Dra. Adriana Rebaza Flores" Amistad Peú - Japón como 
Instituto Especializado de Rehabilitación, órgano desconcentrado ce! Ministerio de 
Salud. Asimismo, la Dirección General de Intervenciones Estratépic;as n Sa:ud  F>Cblica 
del Ministerio de Salud cuenta con un total de 74 Unidades Productct'i; de Sericios de 
Medicina de Rehabilitación, las cuales están distribuidas en 25 reçjion€. En ese sentido, 
EsSalud cuenta con 61 Unidades Productoras de Servicías ce Medicina de 
Rehabilitación, distribuidas en 25 regiones; las Fuerzas Armadas y Poicía Nacio ial del 

15 Instituto Nacional de Estadística e Informática (lNEI) y Consejo Nacional para a Integración de la Persona cor )i$c ipacidad (CONADIS), 2005. 
Recuperado en https:IIwww.esa n.  pJu.  pe!puhl!cacIones cuadernosciíusion2008i;u.derncscifusion2fjgeros i os 

16 Establecimiento de salud certificador de personas con discapacidad; por ejemplo, Ministerio de Salud, EssnL.d sanidad€s clv Isis Fuerzas 

Armadas o de la Policía Nacional del Perú, gobiernos locales, INPE o establecimiento de salud privados autcrizaco': 
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Perú cuentan ci:)ri 10 Unidades Productoras de Servicios de Medicina de Rehabilitación 
distribuidas en 3 reo orles, contando en total con 145 Unidades Productoras de Servicios 
de Madicina de Rehabilitación en 25 regiones a nivel nacional (cfr. Dictamen de la 

Comi.i6ii de Mujer y Familia, de fecha 13 de agosto de 2020, recaído en el Proyecto de 
Ley N . 283512017-(.':R, Período Anual de Sesiones 2020-2021). 

Es irriportante re:;31c3r que en la Primer Encuesta Nacional Especializada de 
Discapacidd - ElDIS 2012, las PCD representan el 5.2.% de la población peruana, 
es decir. 1 rnillóri 575 mil 402 personas, de los cuales 59.2% tiene limitaciones para 
moverse o amna .2 para utilizar brazos o piernas, el 50 % tiene limitaciones para ver, 
el 33 8°/) tienen limitaciones para oír, el 32.1% tienen limitaciones para aprender o 

entender, el 18.8Y tiene limitaciones para relacionarse con los demás, y e116.6% tiene 
limitaciones para hablar o comunicarse. El 88% de esta población no recibe tratamiento 
o teris alguna, y eitre aquellas que reciben terapia de rehabilitación física, el 50% la 
recibe interJiario D semanalmente. 

Es importaite s€ralar la opinión vertida por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerat;le;, a l:rvés cel Oficio N.° 1724-2018-MIMP/SG, de fecha de 28 de agosto de 
2018, seña ó que-  '; problemática de las atenciones en materia de salud para las PCD 
no psrte dE la faltu de un reconocimiento normativo al derecho a la salud, sino de las 
condicioiie; en que e prestan dichos servicios, pues no hay suficientes centro de salud 
que prestan el S':'ViCi() de rehabilitación; las estrategias para la atención integral en 
salud no s€ adapt,. n a las necesidades de las PCD; no hay suficiente disponibilidad en 

las tecncloqíaE d apo'o; falta de implementación de una Dirección de Discapacidad y 
Rehabilit:ac ón en li Dirección General de Salud del MINSA". 

Por su par-te, la [)renaoría del Pueblo, que mediante Oficio 257-2018/DP-PAD del 15 
de jurio de 2018. 'comentó que las cifras ponen evidencia de contar con servicios de 
rehabHitacion cor,jnitarios que garanticen el acceso a los servicios de salud de todas 
las P03 en todo €1 país, especialmente en zonas rurales; y que actualmente sólo se 
cuenta con el Ensituto Nacional de Rehabilitación "Adriana Rebaza", cuya sede se 
encuertra an el [istri:o de Chorrillos, Lima, lo que da lugar a una gran brecha de 
cobertura de seiicios de rehabilitación para las personas con discapacidad" (cfr. 

Dictamei de la Comisión de Mujer y Familia, de fecha 13 de agosto de 2020, Op. Cit.). 

El brote del nuevo coronavirus y la gestión de respuesta a la emergencia sanitaria han 
evidenciado aún nás, las desigualdades de la población discapacitada en el Perú, 
colocánc:ose derrto de la población altamente vulnerable y que requiere ayuda 

especializada y u çente, ya que puede acrecentarse en problemas médicos más agudos 

y así generalizar a más su estado de salud. Además, de ser una población que está 

puntua mente en r asgo de contraer COVID-1 9, las PCD se enfrentan a desigualdades 
aún mayores en e ac;eso a la atención de la salud durante la pandemia debido a la 
inacc€sibilidad d€. a inormación y los entornos sanitarios. La Comisión Interamericana 

de Derechos Huir anca, ha señalado que "las personas que viven con discapacidad 
tienen más probsLildades de experimentar situaciones de discriminación que derivan, 

entre otras cuesticies, en peores condiciones de salud y en mayores dificultades para 
acceder a una atención adecuada que responsa a sus necesidades particulares"17. 

17 Comunicado de la ClD1, le fecha 08 de febrero de 2020 
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En relación a la problemática expuesta, la presente propuesta legislativa curiple con el 
principio de necesidad legislativa, en tanto, se ha acreditado la preocJpaciór que viene 
ocurriendo en los establecimientos de los centros de rehabilitación en el PerlJ. Pero aún 
la idoneidad de este establecimiento modelo de rehabilitación de PCD ha s do ' sigue 
cuestionado. 

Estando a todo lo expuesto, consideramos que sí hay una problemátca de cléf c t en la 
infraestructura y recursos humanos que fortalezcan los servicios de reiabilitacbn en el 
país, pero dado que esto involucra gasto público, desde el Parlamentc io podremos dar 
una Ley ejecutiva al respecto por la prohibición contenida en el artículo 79 de la 
Constitución, lo que sin embargo no obsta a que mediante una Ley decarativ.a pueda 
priorizar este tema para su puesta en la agenda legislativa, en cumplirT ierlto del nialdato 
de representación que tienen los congresistas (cfr. Dictamen de la Corisión de 'iclusión 
Social y Personas con Discapacidad, de fecha 12 de junio de 2020, Op. GiL). 

Declaración de interés nacional y necesidad pública 

Conforme a los parámetros de la declaración de "interés nacional" y "neesidd pública", 
se tiene que concordarla con los objetivos del Proyecto de Ley, y con la prDhemática 
identificada y si estas guardan concordancia con determinados parárri:ros IT niin Ds, que 
justifiquen su dación como ley declarativa. 

Por lo tanto, cabe citar para el análisis de la propuesta legislativa, los paránero que 
ha elaborado el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el Infornie Leçal N" 036-
2013-JUS/DNAJ, de fecha 10 de abril de 2013, sobre la natLralaza ju ftl ca e 
implicancias de las normas consideradas "declaratoria de necesidad pública e interés 
nacional", y que señala que las propuestas normativas que incorporen las citegoría de 
necesidad pública e interés nacional deberán tener como objetvc el, bienstai' de la 
sociedad y reconducir a la satisfacción de los derechos fundamentaes, lo cual tendrá 
como último la protección de la dignidad de la persona humana, ate:ldiunccl a los 
siguiente parámetros: 

Que se contribuya a la realización de la dignidad humana. Lo que se al:lia al 
presente caso, en tanto, se consolida los derechos a la rehabiliElcIón ce la; PCD, 
derechos que tienen como base a la propia dignidad humani, fuema cie todos 
los derechos fundamentales. 
Que permita evaluar otros dispositivos normativos que contengan derscios y 
deberes constitucionales, así como legales. En este caso, con la prc'pues:a de 
Ley, se busca efectivizar los mandatos de la Ley N.° 29973, Llay General de la 
Persona con Discapacidad, y de las normas internacionales co'resp(: ndi€ rites a 
los derechos a la rehabilitación de las PCD. 
Que integre un proceso de toma de decisión y sea materializada por lo ontes 
competentes del Estado. Siendo una norma declarativa ;e deja al Foder 
Ejecutivo la potestad y criterio de ejecutar las medidas necearia.s para splicar 
la Ley propuesta, sin colisionar con su autonomía y respetand la ser araci.n de 
poderes. 

La propuesta legislativa tiene por finalidad declarar de interés nacioral , de ncc esidad 
pública la implementación de los establecimientos de los Centro de F'ehabililac'ór,  para 
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PCD, y así optimizar la atención en la prestación de dichos servicios, garantizando el 
acceso e la sa'uc1 de los servicios de rehabilitación a favor de las PCD, con la finalidad 
de lograr di:ho objetivo el Estado debe brindar mayor interés en desarrollar las políticas 
públicas En la actualidad, tal propuesta se sustenta por la existencia de un sector de la 
población que se encuentra en condiciones de exclusión (discriminación, segregaciones 
y falta :e acceso a oportunidades), las mismas que se acrecientan en el ámbito rural, 
quienes enrer1an condiciones de pobreza, inaccesibilidad de infraestructura y acceso 
a centrDu ds rehabilitación, por lo que la implementación de los establecimientos de los 
Centro de R.ehebtkación tiene una importancia nacional. 

Por ello rEsulta iecesario se DECLARE interés nacional y necesidad pública la 
implementción cf e los establecimientos de los Centro de Rehabilitación, no sólo por la 
situacán de dis:r miración en el acceso y atención a los servicios de salud que 
enfrentan permanentemente las PCD, sino porque se requiere dar respuestas a las 
cifras que 'a la ENEDIS en 2012 destaco, al señalar que el 40% no poseía ningún 
seguro de salud y el 88% no recibe tratamiento o terapia alguna, y entre aquellas que 
reciber lerapia de rehabilitación física, el 50% la recibe interdiario o semanalmente. 
AsumiErdc con elfo que la discapacidad no es problema de una minoría, y que, en el 
marco :Je Ii C[)PD y la Ley General de la Persona con Discapacidad, se debe asegurar 
la accesibil dad de rianera general e inclusiva en el sistema de salud de todas y todos 
los per!.Jancs, indenendientemente del tipo de discapacidad que se tenga. 

VI. AflÁLI5IS COSTO BENEFICIO 

El proyectc de lay no ocasiona gasto al Estado, por ser una ley declarativa y los 
beneficios de esta inicativa tendrán un impacto en los derechos de la salud y bienestar 
de las pers:)nas ccn discapacidad y garantizar los servicios. 

Actualmente se 'llenen produciendo inconvenientes en los servicios que brindan el 
Instituto Nacional ce Rehabilitación "Dra. Adriana Rebaza Flores" Amistad Perú - Japón 
como Instituto Especializado de Rehabilitación y las 145 Unidades Productoras de 
Servicios d'E Medicina de Rehabilitación distribuidas en 25 regiones a nivel nacional, y 
que han devenido en una problemática para una parte de la población de PCD que se 
atienden en dichos establecimientos, y que brindan los servicios de rehabilitación para 
PCD. La prcblernática de la falta de conservación de los locales, origina otros problemas 
secundarios como son: 

- Falta de capacidad de atención de PCD por no acceder a servicios en locales 
que no tienen buen estado de conservación 

- Auriiento de la carga de atención por parte de los cuidadores y familiares 

- Aurriento aparición de otras enfermedades derivadas de la ausencia de 
procesos de rehabilitación 

- 
lncr mentc de hospitalizaciones por empeoramiento de la salud del PCD debido 
a la ausencia de servicios de rehabilitación. Los mismos que no se pueden 
brin :Iar en locales con mal estado de conservación. 

El perjuicio que implica la ocurrencia de cada uno de estos problemas y la problemática 
principal en sí no se condice con las condiciones mínimas que requieren las PCD, 
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según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. 

La propuesta legislativa sobre implementación de establecimientos de' reF'ab ILación 
permitirá que la población que es parte de la demanda de servicios del lnstituf) Nacional 
de Rehabilitación y sus Unidades Productoras de Servicios de Medicira de 
Rehabilitación recupere la atención en los 146 locales de las entidades beneficiando al 
grupo de interés y contribuyendo a: 

- Recuperar la capacidad de atención de PCD que antes nc accedían a saivicios 
por indebido estado de conservación 

- Disminuir la sobre carga de atención de cuidadores y famiiiares debido a 
incremento de servicios por mejora en el estado de conservación de os locales 
donde se brinda la prestación del servicio. 

- Contribuir a reducir al mínimo o frenar los efectos de citras enfermeiades 
discapacitantes o efectos discapacitantes de enfermedades crónicas 

- Ayuda a evitar hospitalizaciones costosas, reducir duración y evitar roinqresos. 

Si bien es cierto, se deduce que tanto la implementación que propone la propuesta 
legislativa requeriría de recursos presupuestales y financieros que permitan 
implementar los establecimientos, estos recursos no corresponderían s recursos 
adicionales, ya que en el caso de los establecimientos que requierer,  implerientación, 
los mismas forman parte de intervenciones que ya venían operando :/ se enierice que 
ya contaban con la previsión presupuestal y financiera programada cuando se c;rearon. 
En el caso de los establecimientos que se crean, estos consideran a cina población que 
es parte de una demanda insatisfecha, la misma que actualmente está conformada por 
familias de PCD que se ha visto afectada económicamente al no acceder a seni cias de 
rehabilitación. 

Asimismo, la ausencia de capacidad de atención debido a la falta de conse vación de 
los establecimientos, impacta económicamente al propio sector salLc a través de otros 
establecimientos públicos o privados, ya que estos deben dar cobertura y cornplemantar 
aquellos servicios que no son cubiertos por los establecimientos que no se encuentran 
en condiciones adecuadas. También impactan económicamente a las familias, quienes 
absorben con recursos propios la ausencia de servicios de rehabilitación, al requerir por 
ejemplo desplazarse a otros centros de atención que brindan similar atención, o pagar 
por estos servicios bien sean públicos o privados. Asimismo, las familias ce PCD se 
ven forzadas a utilizar servicios de rehabilitación privados, y rauerir de otras 
especialidades médicas, producto de las complicaciones derivadas de a asenia de 
tratamiento por parte de los servicios de rehabilitación en los establecinuenlos que no 
reúnen las condiciones de conservación, no se encuentra implementado. Todo ID cual 
conlleva, además, de un deterioro de la salud de las familias y cuidadores cIa las PCD 
que no pueden integrarse a servicios de rehabilitación. 

Por tanto, corresponde concluir que el costo de realizar las irplemntaciones 
compensa el costo económico que se viene produciendo por la fal':a de conservación 
de los establecimientos, con el beneficio adicional de recuperar a beneficiarios que 
venían siendo perjudicados doblemente, debido a la ausencia de prestación de 
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servici os en los establecimientos y a los impactos económicos y de salud al acudir a 
otros estab ecimi3r1t05 públicos o privados. 

IMPACTO EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

La proouesta 1eç4i3lativa no contraviene la Constitución Política, así como tampoco 

modifica ni dercga rinquna norma existente, por el contrario siendo una ley declarativa 
en beneficio del gran sector de las personas con discapacidad, pretende que se declare 
de interés  nacioral y necesidad pública la implementación de los establecimientos de 
los Centro de Rehabilitación, para que estas accedan a un régimen legal de protección, 

readaptación y segurdad, lo que permitirá eliminar paulatinamente la situación de 
discriminación en el acceso y atención a los servicios de salud que actualmente 
enfrentan. 

VINCULACIÓN CON LAS POLITICAS DE ESTADO DEL ACUERDO NACIONAL 

La presente norma se encuentra dentro del Segundo Objetivo del Acuerdo Nacional, 
que dice: "Desarrollo  con Equidad y Justicia Social", específicamente en la Décimo 
Primera y Décirio Tercera Política de Estado, denominadas "Promoción de la 
igualdad de oportunidades sin discriminación" y "Acceso Universal a los 
Servicos de Salud y a la Seguridad Social", respectivamente, que señalan: 

"T 1. Pron ccíóri de ¡a igualdad de oportunidades sin discriminación 
Nos comr rornetemos a dar prioridad efectiva a la promoción de la igualdad de 
opolunida des, reconociendo que en nuestro país existen diversas expresiones 
de discriminación e inequidad social, en particular contra [ ... ] los 
discapac'tados y las personas desprovistas de sustento, entre otras. La 
reducción y posterior erradicación de estas expresiones de desigualdad 
requieren terriporalmente de acciones afirmativas del Estado y de la sociedad, 
aplicando políticas y estableciendo mecanismos orientados a garantizar la 
igualdad ria oportunidades económicas, sociales y políticas para toda la 

pob ación. 

Con este objetivo, el Estado.' [.. .1(e) desarrollará sistemas que permitan proteger 
a niños, n'ñas, adolescentes, adultos mayores, mujeres responsables de hogar, 

personas desprovistas de sustento, personas con discapacidad y otras 

personas d,scrirninadas o excluidas; [ ... ]". 

43. Acceso Universal a los Servicios de Salud y a la Seguridad Social 
Nos comprometemos a asegurar las condiciones para un acceso universal a la 
salud en icrma gratuita, continua, oportuna y de calidad, con prioridad en las 
zonas de o17c6ntración de pobreza y en las poblaciones más vulnerables. Nos 
comprometernos también a promover la participación ciudadana en la gestión y 

evaluación de los servicios públicos de salud. 

Con este jetiio el Estado: [.1(e)  promoverá hábitos de vida saludables; (O 

ampliará y descentralizará los servicios de salud, especialmente en las áreas 
más pobres del país, priorizándolos hacia las madres, niños, adultos mayores y 

discapacitado;; [...]". 
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Asimismo, en base al desarrollo de la estructuración de¡ problema publico qe afecta a 

las PCD, así como la construcción de la situación futura deseac, y el analisis y 

selección de una alternativa de solución, la presente disposición legal se Eustenta en 

los objetivos prioritarios, sus indicadores y lineamientos que orientar la intervención de 

la Política Nacional Multisectorial en Discapacidad para el Desarroll3 al :2O3C, aprobado 

por Decreto Supremo N.° 007-2021-MlMP, que señala: "0111.03. Asegurar el aceso y 

cobertura de servicios integrales de salud para las personas con discapacidad 1 
1-3.4 Incrementar el acceso a los servicios de habilitación y tehabilitaciór, para 

personas con discapacidad". 
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